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ACCIONANTE:  MARÍA E. GONZÁLEZ VAQUERO

CONFIRMA 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA ACTO ADMINISTRATIVO / ACTOS DE NOMBRAMIENTO O DESIGNACIÓN 

SUBSIDIARIEDAD – Los actos administrativos de nombramiento y designación son pasibles de control ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

… Para la Sala no cabe duda de que existe otro mecanismo de defensa en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo bajo el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, previsto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, escenario idóneo y eficaz para dirimir la controversia, dada la naturaleza del asunto cuya definición implica un amplio debate probatorio,
 lo que desborda la competencia del juez de tutela, máxime cuando el procedimiento judicial ordinario prevé la posibilidad de invocar las medidas cautelares -art. 229 ibidem- que resulten necesarias.

TUTELA CONTRA ACTO – La procedencia de la acción es excepcional y conlleva satisfacer carga de prueba.

A lo anterior se suma el hecho de que, conforme lo reseñó la juez de primer nivel, en el presente caso no se avizora la concurrencia de un perjuicio irremediable en los términos decantados por la jurisprudencia constitucional para tener la acción de tutela como un mecanismo transitorio, ni mucho menos definitivo, el cual debe ser (i) cierto, (ii) inminente y (iii) urgente, a efectos de evitar la consumación del daño grave; al respecto, ninguna probanza hizo la parte interesada, pues se limitó a afirmar que la revocatoria de su designación es injusta y los tiempos que tomaría el proceso ante la jurisdicción contencioso administrativa antes de resolverse una eventual medida cautelar -más de 6 meses- haría nulo su reclamo y perpetuaría la vulneración de derechos, empero tal premisa resulta incorrecta, de un lado porque parte de una especulación en la posible dilación del proceso judicial respectivo y, de otro, porque no se está frente a un empleo propiamente dicho sino al ejercicio de un cargo honorífico en representación de los trabajadores asociados a una Caja de Compensación Familiar, cuya designación fue confiada exclusivamente al Ministerio del Trabajo, en tanto las presuntas irregularidades del trámite administrativo se asocian directamente a los cuestionamientos sobre la validez del acto administrativo propiamente dicho…
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Radicación: 66001318700220240017201
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la accionante MARÍA ESMERALDA GONZÁLEZ VAQUERO frente al fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida en contra del Ministerio del Trabajo.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede concretar así:  (i) la señora MARÍA GONZÁLEZ conformó el Consejo Directivo de Comfamiliar Risaralda como miembro suplente, designado para la vigencia 2021-2025 -Resolución 2454 de septiembre 15/2021-; (ii) en diciembre 12 de 2023, tras la remoción de tres miembros principales, fue nombrada miembro principal en representación de los trabajadores; (iii) mediante resolución 5734 de diciembre 12 de 2024, la Ministra del Trabajo revocó su designación, alegando un conflicto de intereses no comprobado; (iv) el proceso revocatorio se realizó sin permitir el derecho de defensa ni un debido proceso, no medió consentimiento expreso de su parte, se desconoció la Ley 1437 de 2011; (v) su destitución vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso, el derecho de contradicción y defensa, el derecho a la igualdad, el derecho al trabajo y a la dignidad humana; (vi) no hay mecanismos de defensa disponibles, ya que el periodo de consejera finaliza en 2025, lo que implica que la espera de una sentencia ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo dejaría impune la transgresión de derechos.

Solicitó la protección de sus derechos fundamentales y, en consecuencia, se ordene: (a.) la suspensión de los efectos jurídicos de la Resolución 5734 del 12 de diciembre de 2024 del Ministerio del Trabajo, y se disponga que, en caso de considerar la existencia de un conflicto de interés, se realice el trámite correspondiente para verificar su existencia; (b.) que el Ministerio del Trabajo proceda a su reintegro al cargo en el Consejo Directivo de Comfamiliar Risaralda; (c.) compulsar copias a la Procuraduría General de la Nación y la Fiscalía General de la Nación para que se investiguen las posibles infracciones al ordenamiento jurídico; (d.) Asimismo, que se conceda el lapso de cuatro (4) meses para agotar el mecanismo judicial ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado en diciembre 26 de 2024 admitió la acción constitucional y dispuso correr traslado de la misma al Ministerio del Trabajo. 

Se vinculó oficiosamente al Director de la Caja de Compensación Familiar - Comfamiliar de Risaralda, al Consejo Directivo, y a los miembros suplentes de los representantes de los trabajadores ante ese colectivo, señores Mauro de Jesús Ramírez Aguirre, María Yolanda Castaño, William Gaviria Ocampo, Julio César Gonzáles García y Stefanny Torres Castrillón. 

De manera posterior, se hizo la vinculación del señor Diego Alfonso Mejía Vázquez, miembro del Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER-, y de la Superintendencia de Subsidio Familiar.
3.2.- Las entidades se pronunciaron en los siguientes términos: 
3.2.1.- La asesora de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio del Trabajo solicitó declarar improcedente la acción de tutela porque no cumple el requisito de subsidiariedad, en tanto que esa entidad no vulneró derecho fundamental alguno de la señora MARÍA GONZÁLEZ. 

Informó que la accionante fue desvinculada del Consejo Directivo de Comfamiliar Risaralda debido a un posible conflicto de intereses, según la investigación que llevó a cabo la Subdirección de subsidio familiar de esa cartera ministerial, iniciada por solicitud de evaluación que hizo la Caja de Compensación en septiembre 26 de 2024, para lo cual se contó con el concepto técnico de noviembre 12 de 2024 de la Superintendencia de Subsidio Familiar en ejercicio de la competencia para investigar y verificar que los Consejeros Directivos de las Cajas de Compensación Familiar reúnan los requisitos e idoneidad exigida por la ley para el ejercicio de sus cargos. El procedimiento se llevó a cabo conforme a las disposiciones del artículo 21 de la Resolución 0474 de 2019 y las normativas aplicables. 

El conflicto de intereses se sustentó en el hecho de que el consejero Diego Alonso Mejía Vásquez, quien representa a los empleadores y ocupa un cargo superior sobre la accionante en la Corporación Autónoma Regional de Risaralda (CARDER), podría influir en la independencia de la consejera GONZÁLEZ VAQUERO en la toma de decisiones como representante de los trabajadores dentro del Consejo Directivo de Comfamiliar Risaralda, situación que llevó al Ministerio del Trabajo a removerla de su cargo en el Consejo Directivo.
La Resolución 5734 de diciembre 12 de 2024, es un acto administrativo debidamente motivado y expedido bajo el principio de la buena fe, en cumplimiento al debido proceso.
3.2.2.- El apoderado judicial de la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER, alegó la falta de legitimación en la causa por pasiva, dado que el acto administrativo que es objeto de controversia por la accionante no fue emitido por la CARDER ni intervino en su expedición. Solicitó declarar improcedente la acción de tutela y negar las pretensiones de la acción ante la ausencia de vulneración de los derechos invocados por la accionante por parte de esa entidad.

3.2.3.- La presidente del Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -Comfamiliar Risaralda-, tras corroborar los hechos que fundamentan la acción de tutela, coadyuvó las pretensiones de la señora MARÍA GONZÁLEZ porque, en su sentir, el Ministerio del Trabajo desconoció el debido proceso al disponer la revocatoria del acto administrativo de la accionante sin permitirle el ejercicio de su derecho de defensa y contradicción en el procedimiento que adelantó dicha ente gubernamental. Sugirió que la decisión que afectó los derechos de la accionante se derivó de represalias del Director Administrativo de la Caja de Compensación las decisiones del Consejo Directivo de removerlo de su cargo. 
3.2.4.- El señor Diego Alonso Mejía Vásquez, por su parte, descartó que exista el conflicto de intereses que adujo el Ministerio del Trabajo para la desvinculación de la señora MARÍA GONZÁLEZ del cargo en el Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar, lo cual corresponde a aseveraciones subjetivas del gobierno nacional con el ánimo de intervenir en decisiones del referido Consejo Directivo y favorecer al director actual de la Caja de Compensación, quien ha sido despedido en varias ocasiones, sin poderse materializar por la intervención del Gobierno. Aseveró que él no ostenta ninguna relación laboral o de subordinación con la accionante, dado que su función como miembro del Consejo directivo de la CARDER es de representación del sector privado. 

Sostuvo que la actuación del Ministerio del Trabajo en el caso develado es arbitraria y tiene como objeto el afectar el quorum deliberatorio y decisorio para direccionar las decisiones en la Caja de Compensación conforme las directrices de ese órgano estatal y de la Superintendente como su subordinada, protegiendo al actual director de Comfamiliar Risaralda. Se trataría de una persecución sistemática contra el Consejo Directivo. 
3.2.5.- El señor LUIS FERNANDO JARAMILLO PESCADOR, representante de los trabajadores en el Consejo Directivo de la Caja de compensación Familiar de Risaralda, por su parte, se apartó de la coadyuvancia emitida por la presidente de esa colectividad y consideró que la actuación del Ministerio del Trabajo se hizo en cumplimiento de las funciones y competencia otorgadas por la Ley.
3.2.6.- El señor Diego Cataño Céspedes, representante de los empleadores en el Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, expresó su extrañeza frente a los reclamos de la accionante, dado que su arribo a ese Consejo Directivo se originó por la desvinculación de otro consejero en cumplimiento de las funciones que ahora recrimina al Ministerio del Trabajo y la Superintendencia de Subsidio Familiar. 

3.2.7.- La señora María Yolanda Castaño Agudelo, consejera suplente en representación de los trabajadores, consideró que el acto administrativo de desvinculación de la accionante, emitido por el Ministerio del Trabajo, se encontraba ampliamente motivado. 

3.2.8.- El representante legal suplente de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -Comfamiliar Risaralda, adujo la falta de legitimación en la causa de esa entidad y solicitó declarar improcedente la acción de tutela ante la existencia de otro mecanismo de defensa judicial como es el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, al cual debe acudir la accionante para controvertir el acto administrativo que emitió el Ministerio del Trabajo, cuya actuación se desarrolló en el marco de las funciones y competencias otorgadas por la Ley.

3.2.9.- El señor Mauro de Jesús Ramírez Aguirre, representante de los trabajadores no sindicalizados en el Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -Comfamiliar Risaralda, solicitó que se declare improcedente la acción de tutela porque no se satisface el requisito de subsidiariedad, en tanto el Ministerio del Trabajo actuó en cumplimiento a las funciones y competencias legales. Precisó que la permanencia en el Consejo Directivo de la Caja de Compensación es por delegación de Ministerio del Trabajo y puede ser modificada en cualquier tiempo. 

3.2.10.- El señor William Gaviria Ocampo, suplente en representación de los Trabajadores sindicalizados a la Central Unitaria de Trabajadores en el Consejo Directivo de Comfamiliar Risaralda, en igual sentido se opuso a las pretensiones de la accionante ante la improcedencia de la acción de tutela por el presupuesto de subsidiariedad y porque considera que en el presente caso no existe vulneración alguna en las actuaciones del Ministerio del Trabajo, tratándose de un acto administrativo expedido en cumplimiento de las funciones legales y con la debida motivación. 
3.2.11.- La Jefe Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Subsidio Familiar -Supersubsidio-, solicitó que se declare la improcedencia de la acción interpuesta por la señora MARÍA GONZÁLEZ, por ausencia del requisito de subsidiariedad, dado que la controversia debe presentarse mediante el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, como escenario idóneo para cuestionar la legalidad del acto administrativo. Además, adujo la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Superintendencia, entidad que no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados. 
3.2.12.- La representante legal suplente de la Cámara de Comercio de Pereira, persona jurídica que actúa como miembro principal del Consejo Directivo de Caja de Compensación Familiar de Risaralda, expresó que acataría la decisión judicial que se adoptara en el caso. 

3.3.- El despacho mediante providencia de enero 13 de 2025, negó por improcedente la tutela deprecada por la señora MARÍA ESMERALDA GONZÁLEZ VAQUERO, como quiera que no se cumplía con el requisito de subsidiariedad de la acción constitucional. 
Para llegar a la anterior decisión, la juez A quo argumentó que, según lo verificado, la pretensión de la accionante de cuestionar el acto administrativo mediante el cual el Ministerio del Trabajo revocó su designación como consejera principal en el Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, no puede ser abordada en sede de acción de tutela, pues existe un mecanismo de defensa judicial ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, específicamente, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, herramienta especial e idónea para conjurar eventuales vulneraciones de derechos fundamentales del procedimiento administrativo cuestionado. 

Se coligió que de la actuación administrativa discutida no se verificaba la presunta vulneración de garantía que alega la accionante, ni existe un perjuicio irremediable por el que resulte necesaria la intervención urgente del juez de tutela.  

4.- IMPUGNACIÓN

La accionante MARÍA GONZÁLEZ se mostró inconforme con esa determinación, motivo por el cual la impugna y solicita que se revoque la sentencia para que conceda el amparo de tutela deprecado. 
Al efecto, argumentó que la acción de tutela es procedente, pues si bien existe un mecanismo judicial, como lo es el medio de control de nulidad y restablecimiento de derecho, este resulta inocuo porque el periodo de los consejeros está próximo a vencer, por lo que al momento de adoptarse una medida provisional ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo -presume que el juzgado tardaría 6 meses desde la radicación de la demanda para resolver sobre la admisión- ya habría terminado el periodo de los consejeros, con lo cual se causaría un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales del debido proceso e igualdad, en especial, porque debe agotar el requisito previo de conciliación ante la Procuraduría General de la Nación, trámite que demoraría 90 días.  
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente el amparo de tutela deprecado por la señora MARÍA ESMERALDA GONZÁLEZ VAQUERO. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso la señora MARÍA GONZÁLEZ concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales que estimó vulnerados por el Ministerio del Trabajo, al revocar su designación como integrante principal del Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, por existir un presunto conflicto de intereses al estar en la misma colectividad un representante de empleadores un integrante del Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Risaralda, quien ejercería un cargo de superioridad frente a la accionante como funcionaria de la misma corporación, determinación que la afectada acusa de arbitraria y desconocedora del debido proceso.
La juez de primer nivel, luego de observar los argumentos de las partes e intervinientes, negó el amparo de tutela deprecado por la señora MARÍA GONZÁLEZ, porque no se cumplía con el requisito de subsidiariedad, dado que la controversia planteada recaía en la legalidad de un acto administrativo, para lo cual existe como herramienta judicial idónea el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, ante la ausencia de situación alguna que represente un perjuicio irremediable derivada de la decisión administrativa que se cuestiona y que haga viable la acción constitucional como mecanismo más expedito.

No obstante, la accionante censura la conclusión de la juez, ya que considera que el proceso ante la jurisdicción contencioso administrativa no es idóneo debido a que el periodo de elección del Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda está próximo a vencer y no se lograría obtener siquiera una medida provisional por el trámite de conciliación que se exige previo a la demanda y el lapso que pueda transcurrir hasta su admisión, lo que haría inane la acción judicial, por lo que estima que la tutela es el mecanismo idóneo para atender sus súplicas.  

Así, para desatar el recurso de impugnación, el Tribunal procederá a realizar el examen de procedibilidad de la acción de tutela, atendiendo su origen constitucional de carácter residual, subsidiario y cautelar, encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales.
El artículo 86 C.P, en concordancia con lo previsto en los artículos 1, 5, 6, 8, 10 y 42 del Decreto 2591/91, dispone los elementos que el operador jurídico debe observar con el fin de determinar la procedencia de la acción de tutela, entendiendo que estos son: (i) la legitimación en la causa (activa y pasiva); (ii) la inmediatez; y (iii) la subsidiariedad.
En cuanto al primero y segundo de los requisitos la Corporación no hará ningún análisis, como quiera que los mismos se cumplen y sobre ellos no existe discusión, pero, para abordar el problema jurídico es necesario observar el requisito de subsidiariedad. 

Sobre este tópico, se reitera que, de conformidad con lo sostenido por la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que la acción constitucional es excepcional y no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. 

Acerca de este particular tema, la Corte Constitucional ha sostenido: 

“12. El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Sobre el carácter subsidiario de la acción, la Corte ha señalado que “permite reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de protección judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los derechos”[32]. Es ese reconocimiento el que obliga a los asociados a incoar los recursos jurisdiccionales con los que cuenten para conjurar la situación que estimen lesiva de sus derechos.
 

En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que amenaza o lesiona sus derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional como vía preferente o instancia judicial adicional de protección.

 
13. No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela, debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en aquellos eventos en que existan otros medios de defensa judicial, esta Corporación ha determinado que existen dos excepciones que justifican su procedibilidad[33]:
 
(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las controversias no es idóneo y eficaz conforme a las especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo; y,
 
(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela procede como mecanismo transitorio. ”
 
Se deduce de lo anterior que, si la parte afectada no ejerce las acciones legales pertinentes o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar los derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 

En el asunto en ciernes, es evidente que la finalidad de la accionante es cuestionar mediante la acción constitucional la validez de un acto administrativo definitivo con el que está en desacuerdo, pero que goza de la presunción de legalidad y acierto por cuanto fue expedido por la autoridad competente
, pretendiendo que el juez de tutela invada la órbita de competencia de la autoridad administrativa para restituirle su designación en el Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, pues considera que su trató de acto arbitrario y desprovisto del debido proceso, pero tal controversia no se ha sometido al tamiz del juez natural. 

Para la Sala no cabe duda de que existe otro mecanismo de defensa en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo bajo el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, previsto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, escenario idóneo y eficaz para dirimir la controversia, dada la naturaleza del asunto cuya definición implica un amplio debate probatorio,
 lo que desborda la competencia del juez de tutela, máxime cuando el procedimiento judicial ordinario prevé la posibilidad de invocar las medidas cautelares -art. 229 ibidem- que resulten necesarias.

A lo anterior se suma el hecho de que, conforme lo reseñó la juez de primer nivel, en el presente caso no se avizora la concurrencia de un perjuicio irremediable en los términos decantados por la jurisprudencia constitucional para tener la acción de tutela como un mecanismo transitorio, ni mucho menos definitivo, el cual debe ser (i) cierto, (ii) inminente y (iii) urgente, a efectos de evitar la consumación del daño grave; al respecto, ninguna probanza hizo la parte interesada, pues se limitó a afirmar que la revocatoria de su designación es injusta y los tiempos que tomaría el proceso ante la jurisdicción contencioso administrativa antes de resolverse una eventual medida cautelar -más de 6 meses- haría nulo su reclamo y perpetuaría la vulneración de derechos, empero tal premisa resulta incorrecta, de un lado porque parte de una especulación en la posible dilación del proceso judicial respectivo y, de otro, porque no se está frente a un empleo propiamente dicho sino al ejercicio de un cargo honorífico en representación de los trabajadores asociados a una Caja de Compensación Familiar, cuya designación fue confiada exclusivamente al Ministerio del Trabajo, en tanto las presuntas irregularidades del trámite administrativo se asocian directamente a los cuestionamientos sobre la validez del acto administrativo propiamente dicho. 
En adición, la Sala ha destacado que reconocer la congestión judicial como un presupuesto de procedibilidad de la tutela, sería tanto como aceptar que la acción constitucional debe desplazar la justicia ordinaria en muchos de los asuntos que por términos en su procedimiento o por represamiento en despachos judiciales no pueden resolverse en un tiempo razonable, lo que se opone al precepto superior de la legalidad como criterio vinculante en el ámbito del debido proceso cuando la ley ya ha establecido un procedimiento específico para casos como el que aquí se discute, al cual la accionante debe acudir de manera preferente. 

Por lo anterior, al considerarse que la sentencia proferida en enero 13 de 2025 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) se encuentra ajustada a derecho, se le dará cabal confirmación.
6.- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en enero 13 de 2025 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Rda.) que declaró improcedente la acción de tutela promovida por la señora MARÍA ESMERALDA GONZÁLEZ VAQUERO en contra del Ministerio del Trabajo.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� En similares términos se pronunció este Tribunal, providencia (ST1) marzo 07 de 2024, radicado 6600122040202400017-00, M.P. Dr. Julián Rivera Loaiza.


� Sentencia T-375/18


� Artículo 15 de la Resolución 474 de 2019, en concordancia con el art. 52 Ley 21/1982, modificada por el art. 22 Ley 789/2002.


� En similares términos se pronunció este Tribunal, providencia (ST1) marzo 07 de 2024, radicado 6600122040202400017-00, M.P. Dr. Julián Rivera Loaiza.
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